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TEMA 04 
BLOQUE I 

 

FUENTES DEL DERECHO EUROPEO: ACTOS JURÍDICOS 
DE LA UNIÓN, PROCEDIMIENTOS DE ADOPCIÓN Y 
OTRAS DISPOSICIONES SEGÚN EL TRATADO DE 
FUNCIONAMIENTO DE LA UNIÓN EUROPEA. LA 
INTEGRACIÓN DEL DERECHO EUROPEO EN ESPAÑA. 

 

1. FUENTES DEL DERECHO EN LA UNIÓN EUROPEA. 
 

2. ACTOS JURÍDICOS DE LA UNIÓN, PROCEDIMIENTOS DE ADOPCIÓN Y 
OTRAS DISPOSICIONES SEGÚN EL TRATADO DE FUNCIONAMIENTO DE 
LA UNIÓN EUROPEA. 

 

3. LA INTEGRACIÓN DEL DERECHO EUROPEO EN ESPAÑA. 
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1. FUENTES DEL DERECHO EN LA UNIÓN EUROPEA 
La Unión Europea tiene personalidad jurídica y, en consecuencia, cuenta con un ordenamiento jurídico 
propio, distinto del Derecho internacional. 

Jerarquía del Derecho de la Unión 

 Tratado de la Unión Europea (TUE); Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE); y 
sus protocolos (hay 37 protocolos, 2 anexos y 65 declaraciones, anejos a los Tratados para 
precisar su contenido, sin formar parte del texto jurídico propiamente dicho); 

 Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea; 

 El Tratado constitutivo de la Comunidad Europea de la Energía Atómica (Euratom) sigue en 
vigor como un tratado independiente; 

 Acuerdos internacionales; 

 Principios generales del Derecho de la Unión; 

 Derecho derivado. 

Los Tratados, así como los principios generales, se encuentran en la cima de la jerarquía de las normas. 
Desde la entrada en vigor del Tratado de Lisboa el 1 de diciembre de 2009, se atribuye el mismo valor 
a la Carta de los Derechos Fundamentales. Los acuerdos internacionales celebrados por la Unión 
Europea se sitúan por debajo del Derecho primario. El Derecho derivado tiene un rango inferior: solo 
es válido en la medida en que respeta las normas de rango superior. 

Fuentes del derecho de la Unión Europea 

Existe cierto consenso en aceptar que las fuentes del Derecho comunitario son tres: 

1. Fuentes primarias 

2. Fuentes derivadas. 

3. Fuentes de Derecho subsidiario (o complementario). 

El Derecho primario consta básicamente de: 

 Los Tratados «fundadores», por los que se constituyen las distintas Comunidades Europeas, 
así como la Unión; 

 Los grandes Tratados por los que se modifican las distintas Comunidades Europeas y la Unión; 

 Los Protocolos anejos a los mencionados Tratados, como, por ejemplo, el Protocolo n° 2 anejo 
al Tratado de Ámsterdam, que integra el acervo de Schengen; 

 Los Tratados complementarios, que introducen modificaciones sectoriales en los Tratados 
fundadores; 

 Los Tratados de Adhesión de los países a las distintas Comunidades Europeas y a la Unión. 

Las fuentes derivadas están constituidas por elementos del Derecho comunitario basado en los 
Tratados. Figuran en el Derecho derivado: 

 El Derecho derivado unilateral y 

 El Derecho convencional. 
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Los actos unilaterales pueden clasificarse en dos categorías: 

 Los que figuran en la nomenclatura del artículo 249 TCE (288 TFUE): el reglamento, la directiva, 
la decisión, el dictamen y la recomendación; 

 Los no designados nominativamente en el anterior precepto; se trata de actos atípicos, como 
las comunicaciones y los libros blancos y verdes.Con ellos, las instituciones de la Unión, y más 
concretamente la Comisión, promueven sus objetivos, en la mayoría de los casos a largo plazo, 
por ejemplo, el Libro Blanco, Hoja de Ruta hacia un Espacio Único Europeo de Transporte: por 
una política de transportes competitiva y sostenible, 28.3.2011, el Libro Verde sobre Movilidad 
Urbana, o el Programa Europeo de Seguridad Vial para el período 2011 – 2020 

Los actos convencionales están constituidos, a su vez, por: 

 Los acuerdos internacionales firmados entre la Comunidad o la Unión Europea, por una parte, 
y un tercero -país u organización- por otra; 

 Los acuerdos entre Estados miembros; 

 Los acuerdos interinstitucionales, es decir, entre las instituciones de la Unión Europea. 

Las fuentes subsidiarias o complementarias están formadas por elementos del Derecho que no están 
previstos en los Tratados. Se trata, además de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia, del Derecho 
internacional y de los principios generales del Derecho. Veamos a continuación dos de los principios 
más relevantes: 

Primacía del derecho europeo 

El principio de primacía garantiza la superioridad del Derecho europeo sobre los Derechos nacionales. 
Se trata de un principio fundamental del Derecho europeo. No está inscrito en los tratados, pero ha 
sido consagrado por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea (TJUE). 

El TJUE consagró el principio de primacía en la sentencia Costa contra Enel del 15 de julio de 1964. 
En esta sentencia, el Tribunal declara que el Derecho procedente de las instituciones europeas se 
integra en los sistemas jurídicos de los Estados miembros que están obligados a respetarlo. Por lo 
tanto, el Derecho europeo tiene primacía sobre los Derechos nacionales. 

En consecuencia, si una norma nacional es contraria a una disposición europea, las autoridades de los 
Estados miembros deben aplicar la disposición europea. El Derecho nacional no se anula ni deroga, 
pero su carácter obligatorio queda suspendido. 

El Tribunal también señala que la primacía del Derecho europeo se aplica a todos los actos nacionales, 
independientemente de si fueron adoptados antes o después del acto europeo en cuestión y con 
independencia de su naturaleza: ley, reglamento, decreto, resolución, circular, etc. Es irrelevante que 
estos textos procedan del poder ejecutivo o del poder legislativo del Estado miembro. El poder judicial 
está igualmente sujeto al principio de primacía. En efecto, el Derecho que genera, la jurisprudencia, 
debe acatar el de la Unión. 

La primacía del Derecho europeo sobre los Derechos nacionales es absoluta. Por lo tanto, todos los 
actos europeos con carácter obligatorio se benefician de él, tanto si proceden del Derecho primario 
como del Derecho derivado. 

El Tribunal de Justicia consideró que las constituciones nacionales también están sujetas al principio 
de primacía. Por lo tanto corresponde al juez nacional no aplicar las disposiciones de una constitución 
contraria al Derecho europeo. 
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El Tribunal de Justicia ejerce el control de la correcta aplicación del principio de primacía. Sanciona a 
los Estados miembros que no la respetan mediante las decisiones que dicta sobre los fundamentos 
de los distintos recursos previstos por los tratados constitutivos, en particular, el recurso por 
incumplimiento. 

Corresponde también al juez nacional hacer respetar el principio de primacía. Éste puede, en su caso, 
hacer uso de la cuestión prejudicial en caso de duda en cuanto a la aplicación de este principio. En 
una sentencia de 19 de junio de 1990 (Factortame), el Tribunal de Justicia indicó que una jurisdicción 
nacional, en el marco de una cuestión prejudicial sobre la validez de una norma nacional, deberá 
suspender inmediatamente la aplicación de esta norma, a la espera de la solución preconizada por el 
Tribunal de Justicia y de la sentencia que el órgano jurisdiccional dicte al respecto en cuanto al fondo. 

El efecto directo 

El principio de efecto directo permite a los particulares invocar directamente una norma europea ante 
una jurisdicción nacional o europea. Únicamente afecta a determinados actos europeos y está sujeto 
a varias condiciones. Lo estableció el Tribunal de Justicia de la Unión Europea (TJUE) en la sentencia 
Van Gend en Loos del 5 de febrero de 1963. En esta sentencia, el Tribunal declara que el Derecho 
europeo no solo genera obligaciones para los países de la UE, sino también derechos para los 
particulares. En consecuencia, los particulares pueden alegar estos derechos e invocar directamente 
normas europeas ante las jurisdicciones nacionales y europeas. 

El efecto directo reviste dos aspectos: un efecto vertical y un efecto horizontal. 

- El efecto directo vertical interviene en las relaciones entre los particulares y el país, lo que 
significa que los particulares pueden prevalerse de una norma europea frente al país. 

- El efecto directo horizontal interviene en las relaciones entre particulares, lo que significa que 
un particular puede prevalerse de una norma europea frente a otro particular. 

 Efecto directo y Derecho primario 

Por cuanto al Derecho primario se refiere, el Tribunal de Justicia sentó el principio del efecto 
directo. No obstante, indicó como condición que las obligaciones deben ser precisas, claras, 
incondicionales y no requerir medidas complementarias, tanto de carácter nacional como 
europeo. 

 Efecto directo y Derecho derivado 

El principio de efecto directo también se aplica a los actos procedentes del Derecho derivado. No 
obstante, el ámbito de aplicación del efecto directo depende del tipo de acto: 

- El REGLAMENTO: los reglamentos siempre tienen un efecto directo. 

- La DIRECTIVA: la directiva es un acto dirigido a los países de la UE y estos deben transponerlo 
a sus derechos nacionales. No obstante, el Tribunal de Justicia les reconoce en algunos casos 
un efecto directo al objeto de proteger los derechos de los particulares. En consecuencia, el 
Tribunal establece en su jurisprudencia que una directiva tendrá un efecto directo si sus 
disposiciones son incondicionales y suficientemente claras y precisas y cuando el país de la UE 
no haya transpuesto la directiva antes del plazo correspondiente (sentencia del 4 de diciembre 
de 1974, Van Duyn). Sin embargo, el efecto directo solo puede ser de carácter vertical. 
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Además, de acuerdo con la Jurisprudencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades 
Europea, Asunto Francovich, el ciudadano tiene derecho a reclamar una indemnización de 
daños y perjuicios al Estado que no ha transpuesto una Directiva o lo ha hecho deficientemente 
si: 

a) La Directiva está destinada a conferir derechos al destinatario; 

b) El contenido de los derechos puede determinarse sobre la base de la Directiva, y 

c) Existe relación causal entre la inobservancia de la obligación de transposición y el 
perjuicio causado al destinatario. 

- La DECISIÓN: las decisiones pueden tener un efecto directo si designan un país de la UE como 
destinatario. En tal caso, el Tribunal de Justicia reconoce un efecto directo únicamente vertical 

- Los dictámenes y recomendaciones: los dictámenes y recomendaciones no tienen efecto 
directo. 
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2. ACTOS JURÍDICOS DE LA UNIÓN, PROCEDIMIENTOS DE ADOPCIÓN Y OTRAS 
DISPOSICIONES SEGÚN EL TRATADO DE FUNCIONAMIENTO DE LA UNIÓN 
EUROPEA. 

Artículos 288 al 299 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea. 

CAPÍTULO 2 - ACTOS JURÍDICOS DE LA UNIÓN, PROCEDIMIENTOS DE ADOPCIÓN Y OTRAS 
DISPOSICIONES 

SECCIÓN PRIMERA ACTOS JURÍDICOS DE LA UNIÓN 

Artículo 288 (antiguo artículo 249 TCE) 

Para ejercer las competencias de la Unión, las instituciones adoptarán reglamentos, directivas, 
decisiones, recomendaciones y dictámenes. 

El reglamento tendrá un alcance general. Será obligatorio en todos sus elementos y directamente 
aplicable en cada Estado miembro. 

La directiva obligará al Estado miembro destinatario en cuanto al resultado que deba conseguirse, 
dejando, sin embargo, a las autoridades nacionales la elección de la forma y de los medios. 

La decisión será obligatoria en todos sus elementos. Cuando designe destinatarios, sólo será 
obligatoria para éstos. 

Las recomendaciones y los dictámenes no serán vinculantes. 

VER ARTÍCULOS 288 AL 292 del TRATADO DE FUNCIONAMIENTO DE LA UNIÓN EUROPEA 

ACTOS VINCULANTES Y NO VINCULANTES 

Los objetivos de los Tratados de la UE se alcanzan por medio de distintos tipos de actos legislativos. 
Algunos son vinculantes y otros no. Algunos se aplican a todos los países de la UE y otros sólo a 
unos pocos. 

 Reglamentos 

Los reglamentos son actos legislativos vinculantes. Deben aplicarse en su integridad en toda la UE. 
Por ejemplo, cuando la UE quiso asegurarse de que existían medidas comunes de salvaguardia para 
los bienes importados de fuera de la UE, el Consejo adoptó un reglamento. 

 Directivas 

Las directivas son actos legislativos en los cuales se establecen objetivos que todos los países de la 
UE deben cumplir. Sin embargo, corresponde a cada país elaborar sus propias leyes sobre cómo 
alcanzar esos objetivos. Ejemplo de ello es la Directiva sobre los derechos de los consumidores, que 
refuerza los derechos de los consumidores en toda la UE al eliminar, por ejemplo, las tasas y costes 
ocultos en internet y ampliar el periodo durante el cual los consumidores pueden desistir de un 
contrato de venta. 
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 Decisiones 

Las decisiones son vinculantes para aquellos a quienes se dirigen (un país de la UE o una empresa 
concreta) y son directamente aplicables. Por ejemplo, la Comisión publicó una Decisión sobre 
la participación de la UE en la labor de diferentes organismos de lucha contra el terrorismo. La 
Decisión se refería únicamente a estas organizaciones. 

 Recomendaciones 

Las recomendaciones no son vinculantes. Cuando la Comisión publicó una Recomendación en la que 
animaba a las autoridades legislativas a recurrir más a menudo a las videoconferencias para facilitar 
la labor de los servicios judiciales en situaciones transfronterizas, su Recomendación no tuvo ninguna 
consecuencia legal. Las recomendaciones permiten a las instituciones dar a conocer sus puntos de 
vista y sugerir una línea de actuación sin imponer obligaciones legales a quienes se dirigen. 

 Dictámenes 

Los dictámenes son instrumentos que permiten a las instituciones hacer declaraciones de manera no 
vinculante, es decir, sin imponer obligaciones legales a quienes se dirigen. Los dictámenes no son 
vinculantes. Pueden emitirlos las principales instituciones de la UE (Comisión, Consejo y Parlamento), 
el Comité de las Regiones y el Comité Económico y Social Europeo. Mientras se elabora la legislación, 
los comités emiten dictámenes desde su propio punto de vista, regional o económico y social. Por 
ejemplo, el Comité de las Regiones emitió un Dictamen sobre el paquete "Aire limpio" para Europa 

Fuente: https://europa.eu/european-union/eu-law/legal-acts_es 

Artículo 289 

1. El procedimiento legislativo ordinario consiste en la adopción conjunta por el Parlamento Europeo 
y el Consejo, a propuesta de la Comisión, de un reglamento, una directiva o una decisión. Este 
procedimiento se define en el artículo 294. 

2. En los casos específicos previstos por los Tratados, la adopción de un reglamento, una directiva o 
una decisión, bien por el Parlamento Europeo con la participación del Consejo, bien por el Consejo 
con la participación del Parlamento Europeo, constituirá un procedimiento legislativo especial. 

3. Los actos jurídicos que se adopten mediante procedimiento legislativo constituirán actos 
legislativos. 

4. En los casos específicos previstos por los Tratados, los actos legislativos podrán ser adoptados por 
iniciativa de un grupo de Estados miembros o del Parlamento Europeo, por recomendación del Banco 
Central Europeo o a petición del Tribunal de Justicia o del Banco Europeo de Inversiones. 

Artículo 290 

1. Un acto legislativo podrá delegar en la Comisión los poderes para adoptar actos no legislativos de 
alcance general que completen o modifiquen determinados elementos no esenciales del acto 
legislativo. 
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Los actos legislativos delimitarán de forma expresa los objetivos, el contenido, el alcance y la duración 
de la delegación de poderes. La regulación de los elementos esenciales de un ámbito estará reservada 
al acto legislativo y, por lo tanto, no podrá ser objeto de una delegación de poderes. 

2. Los actos legislativos fijarán de forma expresa las condiciones a las que estará sujeta la delegación, 
que podrán ser las siguientes: 

a) El Parlamento Europeo o el Consejo podrán decidir revocar la delegación; 

b) El acto delegado no podrá entrar en vigor si el Parlamento Europeo o el Consejo han 
formulado objeciones en el plazo fijado en el acto legislativo. 

A efectos de las letras a) y b), el Parlamento Europeo se pronunciará por mayoría de los miembros 
que lo componen y el Consejo lo hará por mayoría cualificada. 

3. En el título de los actos delegados figurará el adjetivo "delegado" o "delegada". 

Artículo 291 

1. Los Estados miembros adoptarán todas las medidas de Derecho interno necesarias para la ejecución 
de los actos jurídicamente vinculantes de la Unión. 

2. Cuando se requieran condiciones uniformes de ejecución de los actos jurídicamente vinculantes de 
la Unión, éstos conferirán competencias de ejecución a la Comisión o, en casos específicos 
debidamente justificados y en los previstos en los artículos 24 y 26 del Tratado de la Unión Europea, 
al Consejo. 

3. A efectos del apartado 2, el Parlamento Europeo y el Consejo establecerán previamente, mediante 
reglamentos adoptados con arreglo al procedimiento legislativo ordinario, las normas y principios 
generales relativos a las modalidades de control, por parte de los Estados miembros, del ejercicio de 
las competencias de ejecución por la Comisión. 

4. En el título de los actos de ejecución figurará la expresión "de ejecución". 

Artículo 292 

El Consejo adoptará recomendaciones. Se pronunciará a propuesta de la Comisión en todos los casos 
en que los Tratados dispongan que el Consejo adopte actos a propuesta de la Comisión. Se 
pronunciará por unanimidad en los ámbitos en los que se requiere la unanimidad para la adopción 
de un acto de la Unión. La Comisión, así como el Banco Central Europeo en los casos específicos 
previstos por los Tratados, adoptarán recomendaciones. 

 

SECCIÓN SEGUNDA - PROCEDIMIENTOS DE ADOPCIÓN DE LOS ACTOS Y OTRAS 
DISPOSICIONES 

Artículo 293 (antiguo artículo 250 TCE) 

1. Cuando, en virtud de los Tratados, el Consejo se pronuncie a propuesta de la Comisión, únicamente 
podrá modificar la propuesta por unanimidad, salvo en los casos contemplados en los apartados 10 
y 13 del artículo 294, en los artículos 310, 312 y 314 y en el párrafo segundo del artículo 315. 

2. En tanto que el Consejo no se haya pronunciado, la Comisión podrá modificar su propuesta 
mientras duren los procedimientos que conduzcan a la adopción de un acto de la Unión. 
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Artículo 294 (antiguo artículo 251 TCE) 

1. Cuando en los Tratados, para la adopción de un acto, se haga referencia al procedimiento legislativo 
ordinario, se aplicará el procedimiento siguiente. 

2. La Comisión presentará una propuesta al Parlamento Europeo y al Consejo. 

Primera lectura 

3. El Parlamento Europeo aprobará su posición en primera lectura y la transmitirá al Consejo. 

4. Si el Consejo aprueba la posición del Parlamento Europeo, se adoptará el acto de que se trate en 
la formulación correspondiente a la posición del Parlamento Europeo. 

5. Si el Consejo no aprueba la posición del Parlamento Europeo, adoptará su posición en primera 
lectura y la transmitirá al Parlamento Europeo. 

6. El Consejo informará cumplidamente al Parlamento Europeo de las razones que le hayan llevado a 
adoptar su posición en primera lectura. La Comisión informará cumplidamente de su posición al 
Parlamento Europeo. 

PE 1ª lectura PE 2ª lectura
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Consejo 1ª 
Lectura

Resultado de la 
primera  lectura 
del PE aceptado

Resultado rechazado:
posición común
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to
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op
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do

Procedimiento Legislativo Ordinario:
1ª Fase
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Segunda lectura 

7. Si, en un plazo de tres meses a partir de dicha transmisión, el Parlamento Europeo: 

a) Aprueba la posición del Consejo en primera lectura o no toma decisión alguna, el acto de que 
se trate se considerará adoptado en la formulación correspondiente a la posición del Consejo; 

b) Rechaza, por mayoría de los miembros que lo componen, la posición del Consejo en primera 
lectura, el acto propuesto se considerará no adoptado; 

c) propone, por mayoría de los miembros que lo componen, enmiendas a la posición del Consejo 
en primera lectura, el texto así modificado se transmitirá al Consejo y a la Comisión, que 
dictaminará sobre dichas enmiendas. 

8. Si, en un plazo de tres meses a partir de la recepción de las enmiendas del Parlamento Europeo, el 
Consejo, por mayoría cualificada: 

a) Aprueba todas estas enmiendas, el acto de que se trate se considerará adoptado; 

b) No aprueba todas las enmiendas, el Presidente del Consejo, de acuerdo con el Presidente del 
Parlamento Europeo, convocará al Comité de Conciliación en un plazo de seis semanas. 

9. El Consejo se pronunciará por unanimidad sobre las enmiendas que hayan sido objeto de un 
dictamen negativo de la Comisión. 

PE 2ª Lectura

Consejo 2ª Lectura
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Conciliación 

10. El Comité de Conciliación, que estará compuesto por los miembros del Consejo o sus 
representantes y por un número igual de miembros que representen al Parlamento Europeo, tendrá 
por misión alcanzar, en el plazo de seis semanas a partir de su convocatoria, un acuerdo por mayoría 
cualificada de los miembros del Consejo o sus representantes y por mayoría de los miembros que 
representen al Parlamento Europeo, sobre un texto conjunto basado en las posiciones del Parlamento 
Europeo y del Consejo en segunda lectura. 

11. La Comisión participará en los trabajos del Comité de Conciliación y tomará todas las iniciativas 
necesarias para propiciar un acercamiento entre las posiciones del Parlamento Europeo y del Consejo. 

12. Si, en un plazo de seis semanas a partir de su convocatoria, el Comité de Conciliación no aprueba 
un texto conjunto, el acto propuesto se considerará no adoptado. 

Tercera lectura 

13. Si, en este plazo, el Comité de Conciliación aprueba un texto conjunto, el Parlamento Europeo y 
el Consejo dispondrán cada uno de seis semanas a partir de dicha aprobación para adoptar el acto 
de que se trate conforme a dicho texto, pronunciándose el Parlamento Europeo por mayoría de los 
votos emitidos y el Consejo por mayoría cualificada. En su defecto, el acto propuesto se considerará 
no adoptado. 

14. Los períodos de tres meses y de seis semanas contemplados en el presente artículo podrán 
ampliarse, como máximo, en un mes y dos semanas respectivamente, por iniciativa del Parlamento 
Europeo o del Consejo. 

Disposiciones particulares 

15. Cuando, en los casos previstos por los Tratados, un acto legislativo se someta al procedimiento 
legislativo ordinario por iniciativa de un grupo de Estados miembros, por recomendación del Banco 
Central Europeo o a instancia del Tribunal de Justicia, no se aplicarán el apartado 2, la segunda frase 
del apartado 6 ni el apartado 9. 

En estos casos, el Parlamento Europeo y el Consejo transmitirán a la Comisión el proyecto de acto, así 
como sus posiciones en primera y segunda lecturas. El Parlamento Europeo o el Consejo podrá pedir 
el dictamen de la Comisión a lo largo de todo el procedimiento y la Comisión podrá dictaminar 
asimismo por propia iniciativa. La Comisión también podrá, si lo considera necesario, participar en el 
Comité de Conciliación de conformidad con el apartado 11. 
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Artículo 295 

El Parlamento Europeo, el Consejo y la Comisión llevarán a cabo consultas recíprocas y organizarán 
de común acuerdo la forma de su cooperación. A tal efecto y dentro del respeto de los Tratados, 
podrán celebrar acuerdos interinstitucionales que podrán tener carácter vinculante. 

Artículo 296 - (antiguo artículo 253 TCE) 

Cuando los Tratados no establezcan el tipo de acto que deba adoptarse, las instituciones decidirán 
en cada caso conforme a los procedimientos aplicables y al principio de proporcionalidad. 

Los actos jurídicos deberán estar motivados y se referirán a las propuestas, iniciativas, 
recomendaciones, peticiones o dictámenes previstos por los Tratados. 

Cuando se les presente un proyecto de acto legislativo, el Parlamento Europeo y el Consejo se 
abstendrán de adoptar actos no previstos por el procedimiento legislativo aplicable al ámbito de que 
se trate. 

Artículo 297 (antiguo artículo 254 TCE) 

1. Los actos legislativos adoptados con arreglo al procedimiento legislativo ordinario serán firmados 
por el Presidente del Parlamento Europeo y por el Presidente del Consejo. 

Los actos legislativos adoptados con arreglo a un procedimiento legislativo especial serán firmados 
por el Presidente de la institución que los haya adoptado. 

Los actos legislativos se publicarán en el Diario Oficial de la Unión Europea. Entrarán en vigor en la 
fecha que ellos mismos fijen o, a falta de ella, a los veinte días de su publicación. 

2. Los actos no legislativos adoptados en forma de reglamentos, directivas y decisiones, cuando éstas 
últimas no indiquen destinatario, serán firmados por el Presidente de la institución que los haya 
adoptado. 

Los reglamentos, las directivas que tengan por destinatarios a todos los Estados miembros, así como 
las decisiones que no indiquen destinatario, se publicarán en el Diario Oficial de la Unión Europea. 
Entrarán en vigor en la fecha que ellos mismos fijen o, a falta de ella, a los veinte días de su publicación. 

Las demás directivas, así como las decisiones que indiquen un destinatario, se notificarán a sus 
destinatarios y surtirán efecto en virtud de dicha notificación. 

Artículo 298 

1. En el cumplimiento de sus funciones, las instituciones, órganos y organismos de la Unión se 
apoyarán en una administración europea abierta, eficaz e independiente. 

2. Dentro del respeto al Estatuto y al régimen adoptados con arreglo al artículo 336, el Parlamento 
Europeo y el Consejo establecerán las disposiciones a tal efecto, mediante reglamentos adoptados 
con arreglo al procedimiento legislativo ordinario. 

Artículo 299 - (antiguo artículo 256 TCE) 

Los actos del Consejo, de la Comisión o del Banco Central Europeo que impongan una obligación 
pecuniaria a personas distintas de los Estados serán títulos ejecutivos. 
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La ejecución forzosa se regirá por las normas de procedimiento civil vigentes en el Estado en cuyo 
territorio se lleve a cabo. La orden de ejecución será consignada, sin otro control que el de la 
comprobación de la autenticidad del título, por la autoridad nacional que el Gobierno de cada uno de 
los Estados miembros habrá de designar al respecto y cuyo nombre deberá comunicar a la Comisión 
y al Tribunal de Justicia de la Unión Europea. 

Cumplidas estas formalidades a instancia del interesado, éste podrá promover la ejecución forzosa 
conforme al Derecho interno, recurriendo directamente al órgano competente. 

La ejecución forzosa sólo podrá ser suspendida en virtud de una decisión del Tribunal de Justicia de 
la Unión Europea. No obstante, el control de la conformidad a Derecho de las medidas de ejecución 
será competencia de las jurisdicciones nacionales. 
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3. LA INTEGRACIÓN DEL DERECHO EUROPEO EN ESPAÑA. 

En el BOE de 1 de enero de 1986 se publica el Instrumento de Ratificación del Tratado hecho en Lisboa 
y Madrid el 12 de junio de 1985, relativo a la adhesión del Reino de España y de la República 
Portuguesa a la Comunidad Económica Europea y a la Comunidad Europea de la Energía Atómica.  

En el Acta relativa a las condiciones de adhesión y a las adaptaciones de los tratados, detalla su artículo 
2: “Desde el momento de la adhesión, las disposiciones de los Tratados originarios y los actos 
adoptados por las instituciones de las Comunidades antes de la adhesión obligarán a los nuevos 
Estados miembros y serán aplicables en dichos Estados en las condiciones previstas en estos Tratados 
y en la presente Acta.” 

Con arreglo a su Derecho primario, la CE solamente dispone de unas limitadas competencias de 
ejecución propias, por lo que la ejecución del Derecho Comunitario Europeo tiene lugar, por regla 
general, a través de los Estados miembros, consecuencia del deber de cooperación. Por otra parte, el 
Tratado de Lisboa especifica en su artículo 291.1 de la versión consolidada del Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea, que los Estados miembros adoptarán todas las medidas de 
Derecho interno necesarias para la ejecución de los actos jurídicamente vinculantes de la Unión. 

En un Estado de estructura compleja como el español, la determinación de qué Administración es 
responsable de transponer, desarrollar o ejecutar los actos normativos comunitarios, exige una 
determinación clara de las reglas a seguir, pues en todo caso el Estado en su conjunto asume una 
obligación jurídico-comunitaria ante las Comunidades –hoy ante la Unión-, sus Instituciones y los 
restantes Estados miembros.  

En la Sentencia 80/1993, de 8 de marzo, el Tribunal Constitucional establece la siguiente doctrina: 

a) Es el Estado, como miembro de la CEE y obligado por las directivas comunitarias, quien ha de 
relacionarse con las instituciones autonómicas y demás Estados miembros para hacerles llegar la 
información pertinente [F.J. 3].  

b) La dimensión exterior de un asunto no puede servir para realizar una interpretación expansiva del 
art. 149.1.3 C.E. que venga a subsumir en la competencia estatal toda medida dotada de una cierta 
incidencia exterior por remota que sea, ya que si así fuera se produciría una reordenación del 
propio orden constitucional de distribución de competencias entre el Estado y las Comunidades 
Autónomas [F.J. 3].  

c) Son las reglas internas de delimitación competencial las que, en todo caso, han de fundamentar 
la respuesta a los conflictos de competencias surgidos entre el Estado y las Comunidades 
Autónomas, tal como, además, se reconoce desde el propio Derecho comunitario, en el que 
consolidada jurisprudencia del Tribunal de Justicia ha consagrado el llamado principio de 
autonomía institucional y procedimental, en virtud del cual, cuando las disposiciones de los 
tratados o demás normas comunitarias reconocen poderes a los Estados miembros o les imponen 
obligaciones en orden a la aplicación del Derecho comunitario, la cuestión de saber de qué forma 
el ejercicio de esos poderes y la ejecución de las obligaciones pueden ser confiadas por los Estados 
miembros a determinados órganos internos depende únicamente del sistema constitucional de 
cada Estado miembro [F.J. 3].  
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d) En estrecha relación con la responsabilidad internacional del Estado, debe señalarse que la plena 
garantía del cumplimiento y ejecución de las obligaciones internacionales y, en particular ahora, 
del Derecho comunitario que al Estado encomienda el art. 93 C.E., a pesar de que necesariamente 
ha de dotar al Gobierno de la Nación de los instrumentos necesarios para desempeñar esa función 
garantista, articulándose la cláusula de responsabilidad por medio de una serie de poderes que 
permitan al Estado llevar a la práctica los compromisos internacionales adoptados, tampoco 
puede tener una incidencia o proyección interna que venga a alterar la distribución de los poderes 
entre el Estado y las Comunidades Autónomas operada por el bloque de la constitucionalidad [F.J. 
3]. 
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